LEGISLATURA  DEL  ESTADO

DICTAMEN DE 
INICIATIVA PRESENTADA POR EL  DIPUTADO FELIPE DE JESUS LOPEZ GARCIA

CON FECHA:    29 DE ABRIL DEL  1999.
DECRETO:   18228
CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO  DE  JALISCO
CIUDADANOS DIPUTADOS:


A la comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos a cargo de los suscritos, le fue turnada  por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, la iniciativa que contiene un proyecto que modifica los artículos 92 y 97 de la Constitución Política y sus correlativos 2 y 5 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, misma que fue presentada por el Ciudadano Diputado Felipe de Jesús García López, y nos permitimos hacer para el efecto las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S


I. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 32 fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, conocer de los asuntos que se refieren a reformas a dispositivos de leyes secundarias.


II. Que el ciudadano Diputado Felipe de Jesús García López, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28 fracción I y 35 fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, se sirvió presentar la iniciativa que modifica los artículos 92 y 97 de la Constitución Política y sus  correlativos 2 y 5 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, el día 29 de abril de 1999.

III.  Que entre las propuestas presentadas por el Diputado Felipe de Jesús García López, destacan las siguientes:


a) Que partiendo del principio de que el Estado y el Derecho tienen su razón de ser y su campo de acción en beneficio del hombre, así el Poder  y el Servicio Público, elementos indiscutibles de la función de Gobierno, deben ser por y para beneficio de la colectividad y perfeccionamiento del entorno social, que permita al ser humano, particularmente individualizado, desarrollar sus potencialidades inherentes a su naturaleza humana y aspirar a alcanzar sus metas. Si asumimos ese principio el Servidor Público no debe ni puede tener capacidad de actuar en el cumplimiento de sus funciones por sí o por sí mismo.


b) Que la responsabilidad  de los Servidores Públicos puede presentar características y matices distintos en razón del régimen legal aplicable, de los órganos que intervienen, de los procedimientos para su aplicación y de la jurisdicción a cuya competencia corresponde su conocimiento. De esta manera, cuando los Servidores Públicos lesionan valores protegidos por las leyes penales, les serán aplicables las disposiciones y los procedimientos de esa naturaleza, cuando realizan funciones de gobierno y de dirección y afectan intereses públicos fundamentales o el buen despacho de los asuntos, dan lugar a la responsabilidad política, y cuando en el desempeño de su empleo, cargo o comisión incumplen con las obligaciones que sus estatutos le imponen para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el ejercicio de la función pública, la naturaleza de la responsabilidad es de carácter administrativo.


c) Que el interés que la ciudadanía muestra para que los Servidores Públicos cumplan su función con estricto apego a la ley, la vigilancia que como consecuencia de ello ha ejercido, dejando de ser una sociedad apática, expresando su malestar por medio de denuncias de actos u omisiones de los Servidores Públicos que consideran contrarios a la ley. Han puesto a prueba la eficiencia que tiene la regulación vigente en esta materia, en especial la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos en su capítulo relativo al juicio político. El resultado demuestra que todavía no se encuentra la legislación en esta materia del todo completa, acorde a todos los supuestos que en la realidad se dan, ya que existen funcionarios públicos que aún con las últimas reformas no se integraron como sujetos de juicio político, tal es el caso del Contralor del Estado,. Los Fedatarios Públicos entre otros.  
 
d) Que en la Constitución Política del Estado de Jalisco, en el artículo 92 dice: “Para los efectos de las responsabilidades que se alude este título, se consideran servidores públicos a los representantes de elección popular; a los miembros del Poder  Judicial del Estado e integrantes del Tribunal de Arbitraje y Escalafón previstos en esta Constitución; a los miembros del Consejo Electoral del Estado; a los integrantes de la Comisión Estatal de derechos Humanos, y en general, a toda persona que desempeñe un cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública del Estado de los municipios, así como a quienes presten servicios en los organismos descentralizados. Fideicomisos públicos y empresas de participación estatal o municipal mayoritaria, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran por el desempeño de sus respectivas funciones”.

Que por su parte el artículo 97 de la Constitución Política refiere que: “El procedimiento del juicio político se regirá conforme a las siguientes prevenciones:

Serán sujetos de juicio político, los diputados del Congreso del Estado; los magistrados del Poder Judicial y jueces de primera instancia; los titulares de las secretarías dependientes del ejecutivo del Estado, el Procurador General de Justicia y el Procurador Social; los integrantes del Consejo General del Poder Judicial, los consejeros electorales del Consejo Electoral del Estado; el Presidente y los consejeros ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; los presidentes, vicepresidentes, regidores o concejales; los tesoreros, secretarios y síndicos de los ayuntamientos; así como los titulares de organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal y municipal mayoritaria”.


Que en relación con la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, que dice en su artículo 2:  “Para los efectos de esa ley, se consideran servidores públicos a los representantes de elección popular; a los miembros del Poder Judicial del Estado e integrantes del Tribunal de Arbitraje y Escalafón previstos en la Constitución Política del Estado de Jalisco; a los miembros del Consejo Electoral del Estado; a los integrantes de la Comisión  Estatal de derechos Humanos, y en general, a toda persona que desempeñe un cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública del Estado de los municipios, así como a quienes presten servicios en los organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal o municipal mayoritaria, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran por el desempeño de sus respectivas funciones”.

Y en su  artículo 5 de la Ley de responsabilidades dice que:  “Podrán ser sujetos de juicio político, los diputados del Congreso del Estado; los magistrados del Poder Judicial y jueces de primera instancia; los titulares de las secretarías dependientes del Ejecutivo del Estado, el Procurador General de Justicia y el Procurador Social; los integrantes del  Consejo General del Poder Judicial, los consejeros electorales del Consejo Electoral del Estado, el Presidente y los consejeros ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; los presidentes, vicepresidentes, regidores o concejales; los tesoreros, secretarios y síndicos de los ayuntamientos; así como los titulares de organismos  públicos descentralizados y empresas de participación estatal y municipal mayoritaria.”
e) Que del análisis al considerando anterior, es evidente que en el artículo 92 y 2 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos  respectivamente, no se contemplan varios servidores públicos que verdaderamente deberían señalarse, en razón de sus obligaciones y facultades tan trascendentales que tienen para con la sociedad, como es el caso de los Fedatarios Públicos, por ejemplo y precisando el caso de los Notarios Públicos, quienes en el artículo primero de la Ley del Notariado Público del Estado de Jalisco, establece lo siguiente:

“Notario es el profesional del derecho y funcionario público, investido por delegación del Estado, a través del titular del Poder Ejecutivo, de la capacidad de dar fe para hacer constar actos, negocios y hechos jurídicos a los que se deba y quiera dar autenticidad y seguridad jurídica conforme a las leyes.

La actuación notarial es una función de orden público y tendrá el carácter de vitalicio”.


Que cabe destacar las palabras claves que definen el Notario Público, como lo son: Funcionario Público, investido por delegación del Estado, a través del Ejecutivo del Estado y función de Orden Público; las cuales dejan claro la trascendencia de su desempeño ante la sociedad, situación que no comprende la legislación en  comento, dejando al ser omisa, una laguna jurídica, ya que para los efectos de las responsabilidades políticas, administrativas y penales que se mencionan en la Ley aplicable al caso de responsabilidades de los servidores Públicos.

f) Que con relación a los artículos 97 y 5 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos de esta Entidad respectivamente, no se hace mención por ejemplo de las Dependencias del Ejecutivo Estatal, tal es el caso del Contralor del Estado, no obstante que en la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado clasifica de manera correcta a las Dependencias dentro del rubro de las Secretarías, ya que son similares las funciones administrativas, por que se realizan funciones de Gobierno y de Dirección y se afectan intereses públicos fundamentales o del buen despacho de los asuntos.


IV. Una vez estudiados los puntos que integran la iniciativa en comento, esta Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, propone lo siguiente:


a) Efectivamente, el servicio público tiene su origen y justificación en el bien común, y por lo mismo, los ciudadanos encargados del desempeño de funciones inherentes al Estado están compelidos a salvaguardar los intereses generales de la sociedad. Los servidores públicos como mandatarios del Estado están ligados a él por un compromiso que entraña obligaciones y prerrogativas recíprocas, de cuyo cumplimiento depende el buen funcionamiento de los órganos estatales. 


En razón de la importancia para la comunidad, el desacato al mandato del Estado implica la responsabilidad gradual de los servidores públicos, atendiendo a la gravedad de  la falta. De ahí que el marco legal contemple una diversidad de dispositivos administrativos, civiles y penales, que regulan las medidas correctivas aplicables a los servidores públicos que hubieren incurrido en falta a las sanas prácticas administrativas.

Los recursos públicos susceptibles de perderse como consecuencia de las más diversas formas de corrupción e incompetencia de malos servidores públicos, significa para la sociedad a construir estructuras jurídicas y administrativas que prevengan la defraudación a los intereses colectivos.

c) Dependiendo de las características del servidor público y de los bienes afectados, la naturaleza jurídica de la responsabilidad oficial puede ser política, administrativa, civil o penal, esto sin perjuicio de que un mismo acto administrativo produzca efectos en dos o más de las materias señaladas.

Sin embargo, solo pueden ser sujetos de responsabilidad política los servidores públicos, pero no todos los servidores públicos pueden ser sujetos de responsabilidad política, es decir, la responsabilidad administrativa de los servidores públicos aplica a todas las personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal, del Estado o de los Municipios, tal y como los establecen en los relativo los artículos 108 de la Constitución General de la República y el  92 de la Constitución Política de Jalisco, mientras que la responsabilidad política única y exclusivamente recae en servidores públicos específicos.


El artículo 110 de la Constitución General de la República enumera como sujetos de juicio político a los siguientes servidores públicos: senadores y diputados al Congreso de la Unión; los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho; los Jefes de Departamento Administrativo; los diputados a la Asamblea de Distrito Federal:  el Jefe de Gobierno del Distrito Federal; el Procurador General de Justicia del distrito Federal; los Magistrados de Circuito y los Jueces del Fuero Común del Distrito Federal; los Consejeros de la Judicatura del distrito Federal; el Consejero Presidente, los consejeros Electorales y el Secretario Ejecutivo del Instituto Federal electoral; los Magistrados del Tribunal Electoral; y los Directores Generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de  participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 

Y en lo referente a los sujetos de juicio político de conformidad a lo establecido en la fracción I del artículo 97 de la Constitución Local, se señalan, los diputados del Congreso del Estado; los magistrados del Poder Judicial y jueces de primera instancia; los titulares de las secretarías dependientes del Ejecutivo del Estado, el Procurador General de Justicia y el Procurador Social; los integrantes del Consejo General del Poder Judicial, los consejeros electorales del Consejo Electoral del Estado; el Presidente y los consejeros ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; los presidentes, vicepresidentes, regidores o concejales; los tesoreros, secretarios y síndicos de los ayuntamientos; así como los titulares de organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal y  municipal mayoritaria.

Es decir, para ser sujeto a juicio político se necesita como condición previa que la persona sea servidor público, y como requisito de procedencia, que el cargo de dicho servidor público sea de los enumerados por las constituciones, en la inteligencia de que los sujetos a juicio político relacionados, comparten la circunstancia de ser titulares o  altos funcionarios de dependencias de la administración pública.

Ahora bien, si para efectos de la responsabilidad se considera servidor público a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, ya federal, estatal o municipal, es el caso que la doctrina de la administración pública solo reconoce como tal a la administración centralizada, descentralizada y empresas paraestatales, razón por la cual toda persona que se desempeñe fuera de esta clasificación no se puede considerar sujeto a responsabilidad administrativa ni política, en cuanto, primero, no es servidor público estatal, y, segundo, como consecuencia de los anterior, está en imposibilidad de ser titular o alto funcionario de dependencias de la administración pública, en cualquiera de sus niveles.


d) Todo lo referido en el inciso anterior nos conduce a quienes suscribimos el presente dictamen, a sostener el criterio de que no es de obsequiarse totalmente de conformidad a lo propuesto en la iniciativa a estudio, pues es el caso que el Notario público, en virtud de no desempeñarse en la administración pública centralizada, ni descentralizada, ni en empresa paraestatal determinada, no es dable de ser considerado servidor público en ningún sentido, y memos aún, sujeto a juicio político, en cuanto su investidura  no entraña la titularidad ni dirección política, ni técnica , de organismo alguno de la administración pública, en cualquier de sus niveles.

e) A mayor abundancia debemos referir que se es sujeto a juicio político en cuanto que la responsabilidad conferida al servidor público de que se trate, sea de tal importancia que su incumplimiento  traiga consigo un daño de igual proporción a los intereses del Estado y la Sociedad.


De acuerdo al artículo 6° de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, sólo procede el juicio político cuando los actos de los servidores públicos referidos, redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho, mientras que el numeral 7, prevé que:


Redundan en perjuicio del interés público fundamental y de su buen despacho:

I: El ataque que perturbe la vida jurídica y el buen funcionamiento de las instituciones democráticas establecidas y reguladas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Constitución Política del estado de Jalisco.

II. Los actos u omisiones encaminadas a alterar la forma de gobierno republicano, representativo y popular establecida por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Constitución Política del Estado de Jalisco:
III. Las violaciones graves o sistemáticas a las garantías individuales o sociales, siempre y cuando estén fundadas en sentencias firmes emanadas de los tribunales competentes; y

IV. Los actos u omisiones que contravengan la Constitución Local o las leyes que de ella emanan o los reglamentos, cuando causen daños patrimoniales graves al Estado, al municipio o a la sociedad, o motiven algún trastorno grave en el funcionamiento normal de sus instituciones.
Y es el caso que el Notario Público en cuanto actúa como tal en la creación de instrumentos públicos mediante los cuales las partes formalizan  actos jurídicos, no es susceptible de lesionar la vida jurídica y el buen funcionamiento de las instituciones democráticas establecidas y reguladas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Constitución Política del Estado de Jalisco; ni el fedatario está en  aptitud de alterar la forma de gobierno republicano, representativo y popular establecida por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Constitución Política del Estado de Jalisco, en virtud a la protocolización de los actos a su cargo; y dado que el Notario Público no reviste las cualidades de autoridad, tampoco está en condiciones de infligir violaciones –ni leyes ni graves- ni sistemáticas o no, a las garantías individuales o sociales; y finalmente como consecuencia de su ejercicio profesional, los notarios públicos  únicamente están en condiciones de contravenir la Constitución Local o sus leyes secundarias, y causar daños patrimoniales graves al Estado, al municipio o a la sociedad, o motivar algún trastorno grave en el funcionamiento normal de sus instituciones, de la misma manera en que cualquier particular pidiere hacerlo.

f) Es decir, por no tratarse de un funcionamiento al servicio de la administración pública, y en virtud de que sus actos no son susceptibles de calificar como aquellos que redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales; y dado que las  irregularidades de posible eventualidad en la actuación notarial, ya están  previstas y sancionadas en la Ley del Notariado y demás disposiciones civiles  y penales, la Comisión  de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, considera que no es de modificar la Constitución Política de Jalisco, ni la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en los términos propuestos por el autor de la iniciativa, en lo relativo al considerar al notariado público como agente en aptitud de ser sometido a juicio político por actos u omisiones propios de su actuación profesional. 
g) Por otra parte, los integrantes de esta comisión dictaminadora, hace suyas las reflexiones del autor de la iniciativa estudiada, en cuanto que efectivamente ocurre que los artículos 97 y 5 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos respectivamente, no hacen referencia al Contralor del Estado como sujeto susceptible de ser sometidos a juicio político, lo que constituye una omisión que debe subsanarse, toda vez que dicho funcionario reúne la condición de desempeñar una función dentro de la Administración Pública del Estado, y de acuerdo a lo señalado en el artículo 92 de la Constitución Local, su investidura encuadra dentro de la categoría de servidor público. Pero si dicha característica es solo la condición previa necesaria para ser sometido a juicio político, es por la circunstancia de compartir con los demás sujetos a juicio político  la calidad de ser titulares o altos funcionarios de dependencias de la administración pública, por lo que se le debe relacionar expresamente dentro de las disposiciones de los artículos 97 y 5 ya señalados, en virtud de que el  fundamento técnico jurídico se perfecciona en cuanto se deja en sus manos altas responsabilidades públicas, cuyo incumplimiento podría redundar en perjuicio de los intereses públicos fundamentales ya referidos con antelación.
h) Debemos destacar que quienes suscribimos el presente  dictamen, no consideramos necesario a reforma a los artículos 92 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 2 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos en los términos propuestos, toda vez que dichos dispositivos califican expresamente como servidores públicos a toda persona que desempeñe un cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública del Estado o de los municipios, regla que por ser de aplicación  general cubre todos los supuestos necesarios, incluyendo desde luego a los titulares de las de las dependencias del Ejecutivo Estatal, como lo es el Contralor del Estado.
i) Por otra parte, consideramos que la expresión propuesta en la iniciativa en comento, en cuanto que serán sujetos a juicio político “los titulares de las secretarías y dependencias subordinadas al Ejecutivo del Estado”, es inconveniente en cuanto que, efectivamente, la Contraloría del Estado es un área subordinada del Ejecutivo del Estado, sin embargo, esa misma peculiaridad la comparte con la Procuraduría General de Justicia y la Procuraduría Social, cuyos titulares están expresamente señalados por los artículos 97 y 5 de la Constitución Política del Estado y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, respectivamente, lo cual nos impele a  optar por la misma fórmula constitucional y legal y, por tanto, obviar  la expresión dependencias subordinadas, para referirnos directamente al Contralor del Estado, tal y como se hace mención literal del Procurador General de Justicia y del Procurador Social.

j) Lo contrario podría sembrar confusión al interprete de la norma constitucional en razón de que no sin fundamento podría deducirse que son sujetos a juicio político todos los titulares de la dependencias subordinadas al Ejecutivo del Estado, pues una lectura gramatical del precepto nos llevaría a considerar como agentes potenciales de juicio político a subsecretarios, directores generales, jefes de departamento, y otros, cuya situación es en definitiva dependiente y subordinada del Ejecutivo del Estado.
Que una vez analizada esta iniciativa por los suscritos integrantes de la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, sometemos a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos diputados, el siguiente dictamen de
D E C R E T O

QUE REFORMA LOS ARTICULOS 97 DE LA CONSTITUCION POLITICA Y  5° DE LA  LEY DE RESPONSABILIDADES DE  LOS SERVIDORES PUBLICOS, AMBOS DEL ESTADO DE JALISCO.
